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			A aquellas admirables personas que, en todas partes del mundo,
 se juegan todos los días por la independencia judicial
aun sabiendo que la lucha es desigual,
que no obtendrán ningún beneficio personal
 y que la victoria es incierta.

			Ellas saben quiénes son.
Ellas construyen la justicia.

		

	
		
			“... el juez es el centinela de nuestra libertad. Cuando todo se ha perdido, cuando todos los derechos han caído, cuando todas las libertades han sido holladas, cuando todos los derechos han sido conculcados, siempre queda la libertad mantenida por el juez. Pero el día en que el juez tenga miedo, sea pusilánime, dependa de los gobiernos, de las influencias o de sus pasiones, ningún ciudadano podrá dormir tranquilo, porque ya no queda más derecho en esa pobre patria así perdida”.

			Eduardo J. Couture

			“La buena fe en el proceso civil”

			Revista de Derecho y Ciencias Jurídicas, 1947

		

	
		
		

	
		
			
Presentación. 
Los estándares de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre independencia judicial

			Como presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, es un honor para mí introducir esta importante publicación académica dirigida a exponer los retos actuales que enfrenta la independencia judicial en el mundo, y las razones que justifican su permanente defensa.  

			Esta obra de Santiago Pereira Campos, en la que el autor analiza una amplia diversidad de casos de estudio sobre independencia judicial, es una importante fotografía del panorama que enfrentamos en la actualidad. 

			En primer lugar, a través de una enumeración de los principales estudios que dan cuenta de la situación de independencia judicial en el mundo. Luego, definiendo algunos de los estándares más importantes sobre la materia y, a contrariu sensu, dejando en evidencia cuáles son las principales modalidades en que la independencia judicial puede ser vulnerada, lo cual ilustra brillantemente a través casos específicos. 

			Pero también, el autor adopta un enfoque de soluciones, en el que se proponen las principales medidas para asegurar el cumplimiento de esta importante garantía para los derechos humanos de todas las personas. Incluso, este texto introduce un tema innovador y sobre el cual auguro una importante discusión durante los próximos años, tal es, la independencia de la abogacía y los principales estándares para garantizarla. Todo lo anterior, coloca a esta obra como un texto de lectura obligatoria para quienes requieran herramientas que coadyuven a levantar la bandera de la independencia judicial durante los próximos años.

			Con base en el panorama que nos ofrece el ilustre autor, y frente a una coyuntura desalentadora, estas herramientas para la defensa de la independencia judicial serán más necesarias que nunca, pues como bien lo resumió el autor a través del título de esta obra, esta garantía se encuentra en peligro. Ello nos coloca inevitablemente ante la pregunta de ¿por qué dedicar esfuerzos a proteger la independencia judicial?

			La independencia judicial constituye un pilar fundamental de cualquier sistema democrático y de justicia, y garantiza que las decisiones judiciales se tomen de acuerdo con la ley. Lo anterior previene la toma de decisiones judiciales basadas en intereses políticos, económicos o sociales, lo que es crucial para garantizar que todas las personas, sin importar su posición o estatus, sean tratadas como iguales. 

			La independencia judicial se forja además como un contrapeso a los autoritarismos que enfrentamos en nuestras regiones, y que implican una cada vez mayor regresión a la democratización de nuestros pueblos. Estos autoritarismos, que se vuelven cada vez más difusos, toda vez que ya no implican un evidente quebrantamiento de orden judicial, sino prácticas más líquidas de interferencia entre poderes, implican que la tarea de defender la división de poderes siga siendo un imperativo para nuestros tribunales internacionales y nacionales.

			Entender que la independencia judicial es un prerrequisito para la democracia, y que solo los jueces independientes son jueces apegados al derecho, nos permite dimensionar el lugar que guarda esta garantía para la protección de los derechos humanos. La independencia judicial es un importante conector entre la triada democracia, derechos humanos y desarrollo sostenible; cada elementos es imprescindible sin el cual no podemos entretejer sociedades completamente democráticas, sostenibles y centradas en las personas.

			Como complemento a los aportes de este libro, me gustaría presentarles un panorama sobre los estándares desarrollados por la Corte Interamericana en materia de independencia e imparcialidad judicial, uno de los temas representados en esta obra. En la Convención Americana el derecho al acceso a la justicia se encuentra en regulado en dos artículos: el 81 y el 252. Mientras el 8 establece las garantías judiciales en forma de un catálogo de determinados derechos que tiene la persona que interactúa con los sistemas de justicia, el 25 consagra a la protección judicial, es decir el derecho al acceso a un recurso sencillo y rápido.

			Entre los derechos reconocidos en el artículo 8, se encuentra la garantía que tiene toda persona a ser juzgada por un juez natural, es decir, un tribunal ordinario. Los tribunales deben ser competentes, independientes e imparciales, lo cual es una garantía del debido proceso. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Amrhein y otros vs. Costa Rica, agregó que la existencia y competencia de los tribunales ordinarios se derivan de las leyes, las cuales deben ser emanadas por los órganos legislativos constitucionalmente previstos y democráticamente elegidos3. Consecuentemente, en un Estado democrático de derecho solo el Poder Legislativo puede regular, a través de leyes, la competencia de los juzgadores.

			En este sentido, las garantías de independencia e imparcialidad tienen una naturaleza dual: por un lado, son una garantía de los propios jueces, mientras que por el otro también son una garantía de los justiciables. Esta naturaleza dual es además multinivel ya que estamos ante un derecho que es individual de los jueces, colectivo de la magistratura como corporación de los jueces, pero también de naturaleza individual del justiciable y colectivo de la sociedad en su conjunto, en lo que se refiere al Estado de derecho y la separación de poderes. 

			Una línea importante de casos resueltos por la corte es la de aquellos relacionados con la separación de poderes y la destitución de jueces y juezas. El caso Tribunal Constitucional vs. Perú, cuya Sentencia data de 2001, se relaciona con la destitución de tres magistrados del Tribunal Constitucional a través de un juicio político por parte del Poder Ejecutivo. En esta sentencia la corte desarrolló que uno de los objetivos principales que tiene la separación de los poderes públicos es la garantía de la independencia de los jueces. El objetivo de la protección radica en evitar que el sistema judicial en general y sus integrantes en particular, se vean sometidos a posibles restricciones indebidas en el ejercicio de su función por parte de órganos ajenos al Poder Judicial. De esta forma, la independencia judicial se deriva de garantías tales como un adecuado proceso de nombramiento, la inamovilidad en el cargo y la garantía contra presiones externas4. 

			A su vez, la independencia judicial tiene efectos sobre el derecho a un recurso efectivo. En el caso Ríos Avalos y otro vs. Paraguay, el tribunal afirmó que no pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios5. 

			En casos posteriores, tales como Camba Campos6 y Quintana Coello7, ambos en contra de Ecuador, relacionados también con el cese arbitrario de vocales del Tribunal Constitucional y magistrados de la Corte Suprema de Justicia, respectivamente, la Corte vinculó esta obligación al artículo 3 de la Carta Democrática Interamericana de 20018.

			En estos casos la corte señaló que el ejercicio autónomo de la función judicial debe ser garantizado por el Estado tanto en su faceta institucional, esto es, en relación con el Poder Judicial como sistema, así como también en conexión con su vertiente individual, es decir, con relación a la persona del juez específico. El objetivo de la protección radica en evitar que el sistema judicial, en general, y sus integrantes, en particular, se vean sometidos a posibles restricciones indebidas en el ejercicio de su función por parte de órganos ajenos al Poder Judicial, o incluso por parte de quienes ejercen funciones de revisión o apelación.

			Para garantizar la independencia del Poder Judicial, como institución, es fundamental que en los Estados se respete la separación de poderes. En la jurisprudencia interamericana, relacionada con la exclusión del juzgamiento de violaciones a los derechos humanos por parte de la jurisdicción militar o policial, la corte ha vinculado esta falta de independencia a la existencia de la jurisdicción militar o policial. 

			Un ejemplo es el caso Valencia Hinojosa y otra vs. Ecuador, donde la muerte del señor Valencia se investigó en la jurisdicción penal policial, la cual no formaba parte del Poder Judicial, sino que era una dependencia funcional y administrativa del Poder Ejecutivo9. La Corte concluyó que la dependencia funcional y administrativa del sistema de justicia policial al Poder Ejecutivo, y la imposibilidad de solicitar una revisión judicial por parte de la jurisdicción ordinaria, no garantizaban la independencia e imparcialidad institucional de la jurisdicción policial. Lo mismo concluyó la corte a través de la sentencia del caso Aroca Palma y otros vs. Ecuador10.

			En el caso Apitz Barbera vs. Venezuela, la corte señaló que la destitución de jueces por el Poder Ejecutivo antes de la expiración del mandato para el que fueron nombrados, sin que se les dé razón concreta alguna y sin que dispongan de una protección judicial efectiva para impugnar la destitución, es incompatible con la independencia judicial11.

			Además, la Corte ha establecido estándares detallados sobre la provisionalidad de los jueces. En los casos Reverón Trujillo, Chocrón Chocrón o Apitz Barbera, todos en contra de Venezuela, el Tribunal destacó que el carácter provisorio de estabilidad y permanencia en el cargo no puede significar que éste sea de libre nombramiento y remoción. Detalló cuáles son los criterios que deben establecerse para el propio nombramiento de los jueces, que debe ser estrictamente a los méritos y capacidad personales, así como se debe garantizar su inamovilidad. Esto quiere decir que sólo se pueden remover jueces por faltas de disciplina graves, previamente establecidas y mediante y procedimiento justo. Por otro lado, cuando se afecta de forma arbitraria la permanencia de los jueces en su cargo, se vulnera la independencia judicial, tal como fue establecido en los casos Quintana Coello y Camba Campos, ambos vs. Ecuador.

			Más recientemente, en el caso Rico vs. Argentina, la Corte señaló que, para garantizar la inamovilidad de las juezas y jueces, se debe respetar lo siguiente: a) la separación del cargo debe obedecer exclusivamente a las causales permitidas, ya sea por medio de un proceso que cumpla con las garantías judiciales o porque se ha cumplido el término o período de su mandato; b) los jueces y juezas solo pueden ser destituidos por faltas de disciplina graves o incompetencia, y c) todo proceso seguido contra jueces o juezas deberá resolverse de acuerdo con las normas de comportamiento judicial establecidas y mediante procedimientos justos que aseguren la objetividad e imparcialidad según la Constitución o la ley.

			El caso López Lone vs. Honduras significa probablemente uno de los hitos más importantes en la jurisprudencia de la corte respecto a la relación entre democracia, libertad de expresión e independencia judicial. La Corte Interamericana de Derechos Humanos consideró que las manifestaciones y expresiones relacionadas con la defensa de la democracia deben tener la máxima protección posible. Además, la corte sostuvo que, en momentos de graves crisis democráticas, no se deben aplicar a las actuaciones de los jueces y las juezas, que actúan en defensa del orden democrático, las normas que restringen normalmente su derecho a la participación política12. 

			En el caso Cordero Bernal vs. Perú el tribunal señaló que la normatividad orientada a juzgar disciplinariamente a jueces y juezas debe buscar la protección de la función judicial al evaluar el desempeño de los jueces en el ejercicio de sus funciones. De modo que, “al aplicar normas disciplinarias abiertas o indeterminadas, que exijan la consideración de conceptos tales como el decoro y la dignidad de la administración de justicia, es indispensable tener en cuenta la afectación que la conducta examinada podría tener en el ejercicio de la función judicial, ya sea positivamente a través del establecimiento de criterios normativos para su aplicación o por medio de un adecuado razonamiento e interpretación del juzgador al momento de su aplicación. De lo contrario, se expondría el alcance de estos tipos disciplinarios a las creencias morales o privadas del juzgador”. 

			En esa medida, ante la falta de criterios normativos que orienten la conducta del juzgador, la motivación del fallo sancionatorio permite dar claridad a los tipos disciplinarios abiertos o indeterminados. Por lo tanto, para determinar si se vulnera en un caso concreto la independencia judicial por la destitución de un juez con fundamento en la aplicación de una causal disciplinaria de carácter abierto, la corte estima necesario examinar la motivación de la decisión mediante la cual se impone una sanción disciplinaria a un juez o jueza.

			Los anteriores estándares se han referido a la independencia del Poder Judicial como institución y de los jueces mismos. Sin embargo, mediante el caso Martínez Esquivia vs. Colombia, se permitió a la corte pronunciarse sobre la independencia de las personas que ejercen como fiscales. Se argumenta que las garantías a un adecuado proceso de nombramiento, a la inamovilidad en el cargo y a ser protegidos contra presiones externas, también amparan la labor de las y los fiscales. De otro modo, se pondrían en riesgo la independencia y la objetividad que son exigibles en su función, como principios dirigidos a asegurar que las investigaciones efectuadas y las pretensiones formuladas ante los órganos jurisdiccionales se dirijan exclusivamente a la realización de la justicia en el caso concreto, en coherencia con los alcances del artículo 8 de la Convención13. 

			Lo mismo fue reconocido en el caso Cuya Lavy y otros vs. Perú. En ese sentido, la corte ha precisado que la falta de garantía de inamovilidad de las y los fiscales, al hacerlos vulnerables frente a represalias por las decisiones que asuman, conlleva violación a la independencia que garantiza, precisamente, el artículo 8.1 de la Convención14.

			Ello se hace extensivo a los jueces electorales. En el caso Aguinaga Aillón vs. Ecuador, la corte consideró pertinente señalar que la garantía de independencia judicial de los tribunales electorales resulta indispensable dentro de un sistema democrático, por cuanto estas instituciones forman parte de la columna vertebral del sistema electoral y son el mecanismo de revisión judicial que garantiza la realización de unas elecciones justas, libres y creíbles. El Tribunal destacó que la protección y preservación de la independencia de los tribunales electorales previene interferencias indebidas de otros poderes del Estado, especialmente del poder ejecutivo, en los mecanismos de control jurisdiccional que protegen el ejercicio de los derechos políticos, tanto de los votantes, como de los candidatos que participan en una contienda electoral. 

			La Corte Interamericana de Derechos Humanos indicó que la protección de la independencia judicial de los tribunales electorales constituye una garantía para el ejercicio de los derechos políticos, esto es, para la efectiva participación en la dirección de los asuntos públicos, votar y ser elegido, y tener acceso en condiciones generales de igualdad a las funciones públicas15. Además, consideró que el mecanismo de selección y destitución de los jueces electorales debe ser coherente con el sistema político democrático en su conjunto, y que la vulneración de la independencia de los tribunales electorales afecta no sólo a la justicia electoral, sino el ejercicio efectivo de la democracia representativa, el cual es la base del Estado de derecho.

			Por último, quisiera replicar lo dicho por la corte en el caso Ríos Avalos y otro vs. Paraguay, cuando afirmó que sin independencia judicial no existe Estado de derecho ni es posible la democracia. Por ello, es imprescindible que las juezas y cuenten con las garantías adecuadas y suficientes para ejercer su función de resolver conforme al orden jurídico los conflictos que se producen en la sociedad. La falta de independencia y de respeto a su autoridad es sinónimo de arbitrariedad, y este es un recordatorio constante seguir trabajando hacia la consolidación de democracias más sólidas y preocupadas por los derechos humanos.

			Para la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la independencia judicial es una garantía fundamental para el ejercicio de los derechos humanos, pues permite materializar el acceso a la justicia, así como acceder a la restitución y garantía de otros derechos humanos. La independencia judicial protege la justicia misma. Es el cimiento sobre el cual se construye la confianza en el sistema legal y se garantiza la protección de los derechos y libertades de cada individuo. Por este motivo, celebramos esta publicación como un paso más que da nuestra región hacia el reconocimiento de su importancia, el compromiso con su defensa y su aplicación efectiva.

			Entiendo que la cuestión de la independencia judicial es uno de los temas centrales en el momento actual. Ante el avance del autoritarismo es la garantía que tenemos todas las personas, en cuanto seres humanos para garantizar nuestros derechos. El autoritarismo por definición exige la falta o mal funcionamiento del control. Por eso, como demuestra esta obra, hay distintas formas de socavar la independencia de los sistemas judiciales, mediante ataques directos persiguiendo a quienes actúan conforme a derecho. Otras veces se desarrollan procesos que denomino de colonización de los sistemas judiciales, ocupando los cargos de la judicatura con personas afines. También el ejercicio despótico del poder disciplinario interno se suele atacar a jueces y juezas independientes.

			Destaco el valor probidad, esencial a la magistratura, que es por una parte un compromiso de juezas y jueces a actuar conforme a ,la ética y por otra parte un derecho de la ciudadanía a la probidad de las personas que juzgan y resuelven los casos en que sus derechos se encuentran involucrados.

			A través de esta presentación, les dirijo mi invitación a leer y releer esta obra, con la convicción de que los procesos de lectura y aprendizaje deben ser transformadores, y que la profundidad de las fracturas que enfrentamos amerita que nos eduquemos para la defensa de nuestras democracias. Que estas páginas sirvan como guía y motivación para proteger y fortalecer la independencia judicial, y para honrar el trabajo de cada juez y jueza que ha dedicado su vida a esta loable profesión.

			Este libro, más que un compendio de palabras impresas es un llamado a la acción, y un recordatorio de que, a pesar de las oleadas de democratización que han vivido nuestros pueblos, seguimos sin haber superado la oscuridad de los autoritarismos. Conscientes de las regresiones que enfrentamos, no debemos claudicar en la defensa de nuestros sistemas democráticos y de la dignidad humana, hasta que todos los seres humanos seamos completa y verdaderamente libres e iguales.

			20 de diciembre de 2023

			Ricardo C. Pérez Manrique

			Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
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			Prólogo 


			El libro que el lector tiene entre manos es una invitación a analizar y reflexionar sobre uno de los pilares del Estado de derecho. La independencia es un pilar esencial de un gobierno democrático ya que su finalidad es posibilitar la imparcialidad del tribunal. Ella, como sostenía Marcel Storme1 no es un fin en sí mismo, sino un medio para salvaguardar el valor fundamental de la ajenidad del juez con respecto a las cuestiones debatidas en un proceso. La esencia de la actividad judicial reside en el hecho de que es ejercida por un tercero imparcial y neutral. Al hablar de independencia aludo a los diversos recaudos tomados por el constituyente, el legislador o la práctica social para resguardar al conjunto de los involucrados en la protección judicial de los derechos de subordinaciones orientadas a limitar su libertad de decidir conforme la normativa imperante y a los hechos probados en el proceso. El respeto de la independencia judicial es el resguardo que permite la imparcialidad y neutralidad del tribunal en el caso específico. Constituye la garantía de una justicia sin sumisión a intereses políticos contingentes. En ese sentido, la separación o balance de poderes y funciones supone la no subordinación de los tribunales a cualquier otro poder. 

			Santiago Pereira Campos nos ayuda a indagar y reflexionar sobre las amenazas que se ciernen globalmente sobre la independencia judicial. Es interesante subrayar que esa línea argumental va más allá de las debilidades que pueda presentar la situación coyuntural de un país. El desarrollo del libro pone en evidencia que la independencia como principio elemental de las sociedades democráticas basadas en el Estado de derecho se encuentra en serio riesgo debido a los numerosos ejemplos que atestiguan sobre la creciente inclinación a limitar la independencia. Examina las restricciones que enfrenta el poder judicial en diversos países para llevar adelante los casos y decidirlos según los hechos y el derecho aplicable. 

			La perspectiva que ofrece el autor ayuda a reflexionar sobre cuestiones de gran trascendencia para las sociedades democráticas. El eje discursivo que plantea invita a detenernos sobre la vinculación entre independencia judicial, como meta garantía del Estado de derecho, y la generalidad y previsibilidad del sistema de reglas de un sistema jurídico, así como sobre las consecuencias que trae aparejada su fragilidad. 

			A mediados de la década pasada se comenzó a observar un deterioro en la práctica de las democracias constitucionales. Culminada la Segunda Guerra Mundial ganaron preponderancia las convenciones en materia de derechos humanos que sin excepción reconocían la meta garantía de la independencia judicial, clave para asegurar la tutela judicial efectiva de los derechos, y se impusieron diseños constitucionales y legales que proponían resguardarla. Sin embargo, hasta 1974 sólo habían 46 democracias que respetaban un sistema electoral en el que los ciudadanos, mediante el sufragio universal, pudieran elegir y reemplazar a sus líderes en elecciones regulares, libres y justas. La revolución portuguesa de los claveles de abril de 1974 inaugura un período que Samuel P. Huntington2 denominó la tercera ola democrática. En las siguientes tres décadas, la democracia tuvo un notable impacto global a medida en que el número de democracias fue aumentando. Desde 1974 hasta 2007 los países que mantenían democracias electivas se elevaron a 119. A partir de 2007 para Larry Diamond3 se produce una incipiente decadencia de la democracia, no solamente por la inestabilidad que exhiben algunos países sino también por el establecimiento de prácticas que desvirtúan sus principios, dinámicas y valores en juego. Diamond sostiene que esa situación internacional permite hablar de recesión democrática. Después de 2007, 29 países han protagonizado rupturas no sólo mediante golpes militares o ejecutivos, sino también mediante degradaciones sutiles de los derechos y procedimientos democráticos que finalmente empujan a un sistema democrático a cruzar el umbral del autoritarismo. Un ejemplo de esa degradación puede advertirse en la cantidad de casos que ofrece el libro de Santiago Pereira Campos sobre los intentos de deteriorar o directamente atacar la independencia de los tribunales. 

			Según el informe de Freedom House para 20234, la disminución general de la libertad global durante las últimas dos décadas ha creado un ambiente de mayor hostilidad para los esfuerzos de democratización. El informe muestra que consolidar y proteger las instituciones democráticas nacientes se ha vuelto más difícil que durante su apogeo tras el fin de la Guerra Fría. Cada vez más países permanecen parcialmente libres en lugar de mejorar la protección de las libertades. Para garantizar esa protección es indispensable contar con tribunales independientes. 

			Con similar perspectiva la Corporación Latinobarómetro titula su informe para el 2023: La recesión democrática de América Latina5. El primer párrafo del informe brinda un panorama general sobre la situación al sostener que “América Latina nunca ha tenido democracias instaladas en todos los países de manera simultánea en esta tercera ola. Siempre hubo un país al menos, con una dictadura instalada, desde Fujimori a Chávez. La recesión democrática que aquí describimos, por tanto, no se refiere a esas dictaduras sino más bien al declive y vulnerabilidad al que han llegado los países de la región después de una década de deterioro continuo y sistemático de la democracia. La recesión se expresa en el bajo apoyo que tiene la democracia, el aumento de la indiferencia al tipo de régimen, la preferencia y actitudes a favor del autoritarismo, el desplome del desempeño de los gobiernos y de la imagen de los partidos políticos. La democracia en varios países se encuentra en estado crítico, mientras otros ya no tienen democracia”. 

			La situación recesiva global que enfrenta la democracia tiene nítidas repercusiones sobre la independencia judicial. Los tribunales a medida que se han ido involucrado en casos de mayor repercusión en la agenda púbica y en el control de los otros poderes, al cumplir su misión, de manera acertada o equivocada, al interpretar y aplicar el derecho, han despertado el interés de los actores políticos por condicionar su independencia. Los excesos y errores en el ejercicio de la función judicial, el corporativismo y los problemas de corrupción a los que no son ajenos los jueces, muestran la complejidad del problema. La independencia judicial es una necesidad de primer orden para el Estado de derecho, pero al mismo tiempo su protección debe tener en cuenta que las responsabilidades de los jueces estén a la altura de la función que deben desempeñar. De todos modos, el resguardo de la independencia constituye un indicador relevante de la fortaleza de un sistema democrático. El escenario internacional muestra que la preservación del Estado de derecho exige prestar la debida atención a la incidencia que la recesión de los sistemas democráticos supone en términos de independencia judicial. La asociación entre democracia y el aseguramiento de la neutralidad de jueces y juezas resulte imprescindible. 

			Desde la introducción, el estudio sistémico y contextual que nos ofrece Santiago Pereira Campos muestra que la situación de tensión que afecta la independencia judicial requiere una particular atención. Entre las estrategias para asediar a la independencia judicial incluye la indiferencia frente al mérito y la preponderancia de las influencias políticas a la hora de efectuar designaciones, las intimidaciones de diversa graduación, las persecuciones solapadas o desenmascaradas, la falta de estabilidad funcional, las limitaciones presupuestarias que restringen las posibilidades de brindar un adecuado, eficiente y efectivo servicio de justicia, las deficiencia de los sistemas disciplinarios y la falta de cumplimiento de sus decisiones, en particular cuando limitan el poder. La precarización de la justicia, como acción de múltiples rostros, se agiganta a mayor debilidad de los valores democráticos y en el usualmente lento camino que conduce a una autocracia. 

			La descripción que realiza en la introducción es respaldada por una sólida investigación del fenómeno y por las consultas realizadas a un grupo de destacados académicos provenientes de 33 países6.

			En forma ordenada y con un relato atractivo nos invita a examinar el problema a partir de las distintas mediciones que se realizan sobre la independencia judicial dejando a salvo que la “confiabilidad de estos indicadores puede resultar variable y suelen proporcionar visiones parciales sobre una realidad sumamente compleja”, sin perjuicio que al contrastarlos ofrezcan una aproximación útil al fenómeno. Con esa necesaria aclaración analiza los diagnósticos realizados por el Democracy Index (2022) de The Economist, el Edelman Trust Barometer (2023) sobre confianza y credibilidad que en distintos países muestra como la polarización afecta a las instituciones, The Rule of Law Index (2022) del World Justice Project dedicado a la evaluación del Estado de derecho, el Global Competitiveness Report (2020) del World Economic Forum, que evalúa el grado de independencia del sistema judicial, el Justice Scoreboard (2023) preparado por la Comisión de la Unión Europea, cuyo sugerente título es effectiveness of EU justice systems improves, but challenges to the perception of judicial independence persist, el estudio de opinión pública de la Corporación Latinobarómetro (2020) sobre el grado de confianza en el poder judicial, el Índice de percepción de la corrupción (2022) de Transparencia International y el Citizens’ attitudes towards corruption in the EU (2023) de Eurobarómetro, que si bien sus estimaciones no refieren aisladamente a la justicia resultan de ayuda al comparar sus resultados con los de otras mediciones.

			Luego del relevamiento de la situación global basada en los referidos informes, aborda el tema central de la independencia judicial con respecto a los otros poderes estatales, para lo cual toma la independencia judicial como premisa esencial del Estado de derecho. 

			A continuación, se ocupa de la relación con los otros poderes desde el plano estructural del cuerpo al específicamente individual. Muestra cómo se encuentra en riesgo la imparcialidad del tribunal, subrayando la necesidad de un enfoque que tome en cuenta evitar presiones tanto en el ingreso como en el desempeño de la función judicial. 

			Un tema de crucial significación examinado por Santiago Pereira Campos en el capítulo sobre la vinculación con otros poderes es el del acrecentamiento de los desafíos cuando el judicial adquiere un papel protagónico en materia de políticas públicas. Destacando que, no obstante los esfuerzos permanentes para establecer y consolidar un Poder Judicial independiente, imparcial, probo y competente, lo que caracteriza a la sociedad contemporánea es la constante amenaza que se cierne sobre él en su interacción con los actores políticos.

			Después de presentada una reflexión teórica sobre la interacción entre los poderes y el papel del poder judicial, ofrece un detallado panorama sobre diecinueve modalidades de injerencia e intromisión mediante la descripción de las acciones desplegadas con esos objetivos en distintos países. El capítulo ha sido muy bien logrado ya que pasa del plano conceptual a las concretas experiencias de avasallamiento de la independencia.

			Antes del capítulo dedicado a las conclusiones, propone medidas de promoción de la independencia y de previsión y sanción a la injerencia inapropiada de los otros poderes del Estado. En veintidós subcapítulos desarrolla distintos enfoques que permiten limitar la injerencia que socaba la necesaria ajenidad del poder judicial con relación a las otras funciones del Estado.

			Por último, incluye un capítulo sobre la independencia de la abogacía como elemento también efectivo para el consistente funcionamiento de los sistemas de justicia, acordes con la vigencia del Estado de derecho.

			Las ideas volcadas en el libro fueron presentadas por Santiago Pereira Campos, como relator general, en el XVI Congreso Mundial de la Asociación Internacional de Derecho Procesal celebrado en la Pontifica Universidad Católica del Perú en 2023. Su conferencia fue realmente notable, tanto por su profundidad como por la claridad al explicar los contenidos, cualidades que fueron muy apreciadas por los asistentes al congreso. Tanto en aquella conferencia como en el libro se advierte su compromiso personal con el Estado de derecho. 

			El libro habla de las virtudes académicas de Santiago Pereira Campos. No es ninguna sorpresa la calidad de la obra que no hace más que demostrar que es uno de los más notables estudiosos de América Latina. 

			La Plata, verano de 2024

			Eduardo Oteiza

			Profesor de la Universidad de La Plata

			Presidente de la Asociación Internacional de Derecho Procesal
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			Prólogo

			(*)

			Eduardo J. Couture (1904-1956) definía al Uruguay que le tocó vivir como un “remanso pacífico en medio del torbellino”1. Ser un remanso pacífico en medio del torbellino puede ser suficiente tentación para refugiarse en el paraíso de la tranquilidad o para no involucrarse en el torbellino vecino o lejano. Sin embargo, Couture decía también que Uruguay “nunca se sintió ajeno a los problemas de su tiempo. Sus problemas, aun vividos a miles de kilómetros de distancia, fueron siempre nuestros problemas”2. Eduardo Couture fue ejemplo vivo de ello3.

			Las palabras de Couture describen muy bien la actitud académica de mi amigo, el profesor uruguayo Santiago Pereira Campos. Uruguay es el país latinoamericano mejor ubicado en las mediciones internacionales sobre independencia judicial e institucionalidad democrática4, ocupando, de lejos, las mejores posiciones en dichos estudios. En el contexto latinoamericano sobre institucionalidad democrática, Uruguay es hoy un “remanso pacífico en medio del torbellino”. Sin embargo, parafraseando a Couture, Santiago Pereira Campos no se siente ajeno a los problemas de su tiempo, pues es uno de los investigadores más importantes en la región sobre sistemas de justicia civil, sus crisis, desafíos y reformas. 

			Santiago siente los problemas de la región como suyos, asume el compromiso ético de actuar sobre ellos y pone toda su actividad académica a disposición de la acción, no sólo investigando, sino participando activamente en varias reformas de la justicia civil en Latinoamérica. Para hacerlo, se nutre de la experiencia comparada y halla en su alma el reclamo de los millones de ciudadanos latinoamericanos que claman justicia. 

			(**)

			Santiago Pereira Campos (Montevideo, 1965) integra la estirpe de procesalistas uruguayos que ha iluminado Latinoamérica en los últimos setenta años. Su abolengo nace del espíritu del gran Eduardo J. Couture, padre del procesalismo latinoamericano, y encuentra su linaje directo en la gran figura de Enrique Véscovi (1919-2003), quien, al igual que Santiago, fuera presidente del Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal.

			El destino parece haber querido enfrentar desde muy temprano a Santiago Pereira con las reformas de la justicia civil en Latinoamérica. Recorrer la biografía de Santiago Pereira Campos nos permite transitar por la historia de las reformas de la justicia civil latinoamericana de los últimos treinta y cinco años, junto a uno de sus más importantes protagonistas. 

			Santiago Pereira concluyó sus estudios de derecho en la Universidad de la República, en la década de los 80 del siglo pasado. Los latinoamericanos sabemos lo que supuso esa década en nuestras vidas. Es una década de transición. Muchos de los Estados latinoamericanos salían de las dictaduras de las décadas precedentes, otros estaban por salir, algunos demorarían algunos años todavía. Lo cierto es que, para todos, la democracia aparecía como una alternativa. Ese es el contexto de las reformas procesales latinoamericanas de los años 80 y 90 del siglo pasado. Es un periodo de renovación institucional en democracia, en el que las reformas procesales cumplieron un papel muy importante. 

			En 1988 el Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal aprobó en sus Jornadas de Rio de Janeiro, el Código Procesal Civil Modelo para Iberoamérica. La estirpe uruguaya tuvo una labor protagónica en su elaboración. Enrique Véscovi y Adolfo Gelsi Bidart (1918-1998) fueron quienes elaboraron sus bases y luego redactaron el Anteproyecto, labor a la que luego se unió el juez también uruguayo Luis Torello Giordano (1928-2017). 

			Inmediatamente después se aprobó el Código General del Proceso de Uruguay, que entró en vigor en 1989, que recoge prácticamente todas las disposiciones del Código Modelo. Al mismo tiempo, Santiago Pereira ingresaba a la carrera docente en las disciplinas de derecho laboral y derecho procesal. Fue allí donde conoció de cerca a su maestro Enrique Véscovi. El contexto de reformas que vivía Uruguay gracias a la promulgación de su Código General del Proceso, y Latinoamérica, gracias a la aprobación del Código Modelo, comenzaron a delinear la vocación del joven profesor Santiago Pereira Campos que sería luego fortalecida por el liderazgo de Ángel Landoni Sosa, otro de sus grandes referentes.

			Precisamente por la reciente entrada en vigor del Código General del Proceso de Uruguay, Enrique Véscovi formó un equipo integrado por jóvenes procesalistas uruguayos para escribir un comentario de 6 tomos al Código General del Proceso, que fuera publicado por la editorial Abaco, tanto en Buenos Aires como en Montevideo a partir de 1992. Ese grupo estuvo integrado por Margarita De Hegedus, Selva Klett, Luis María Simon, Raquel Landeira y Santiago Pereira Campos (sumándose en algunos tomos Bernadette Minvielle y Fernando Cardinal). El trabajo de comentario del Código General del Proceso en el que participó Santiago Pereira implicó explicar la ruptura que suponía para el sistema de justicia uruguayo la aprobación del nuevo código. Como nos lo cuenta el propio Santiago Pereira, “hasta la entrada en vigencia del Código General del Proceso en el año 1989, el proceso civil en Uruguay padecía de todos los males del proceso heredado de la vieja Ley de Enjuiciamiento Civil Española y, por ende, no lograba satisfacer los derechos sustanciales en juego”5. Así comenzaba Santiago Pereira su labor como investigador, enfrentándose a la reforma procesal más trascendente que ha tenido su país.

			Como dije, el destino puso a Santiago Pereira en medio de las reformas, pero no sólo uruguayas, sino latinoamericanas. La aprobación del Código Procesal Civil Modelo para Iberoamérica generó un impacto muy fuerte en las reformas procesales civiles de varios países latinoamericanos. Ello determinó que nuestro autor interviniera en varias comisiones de reforma en Latinoamérica, dentro de las que destacan: Argentina, Chile, Ecuador, Guatemala y Panamá. En el caso de Guatemala, ello le supuso incluso hacer muchos viajes y estadías en dicho país por cortos periodos de tiempo.

			Asimismo, ha trabajado como consultor en diversos organismos internacionales en proyectos vinculados a la reforma de la justicia, como el Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo, el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo y el Centro de Estudios de Justicia para las Américas (CEJA) donde llegó a ser miembro del consejo directivo y presidente.

			(***)

			La vinculación entre Santiago y las reformas nos permiten entender las características del trabajo académico de Santiago. 

			La primera, es su método. Los trabajos de Santiago Pereira no se pierden en la especulación teórica, sino que aterrizan en la realidad de los sistemas de justicia. Un ejemplo de ello, lo podemos apreciar en su libro, “El sistema de justicia civil en Uruguay”6, en el que inicia su libro con datos sobre Uruguay, ubicando al lector en el contexto geográfico, demográfico y social, sobre el que seguirán sus reflexiones sobre el sistema de justicia, y las técnicas procesales. En este libro que prologo, el profesor Santiago Pereira, insiste en la importancia de la información que permita un verdadero diagnóstico de nuestros sistemas de justicia: “Que los sistemas de justicia cuenten con información veraz y transparente y con herramientas para diagnosticar la situación de sus diversos componentes es hoy imprescindible si los queremos dotar de eficacia y eficiencia en el cumplimiento de sus fines”. Por ello inicia su investigación aportando datos muy importantes a partir de los cuales nos invita a reflexionar sobre la independencia del poder judicial. De este modo, el profesor Santiago Pereira Campos es un procesalista que con alta solvencia teórica parte de su realidad social para volver a ella con propuestas que respondan a las necesidades sociales.

			La segunda, es su perspectiva comparada, específicamente, la latinoamericana. Santiago Pereira desciende de los grandes padres del procesalismo latinoamericano de la segunda mitad del siglo XX. Se formó con ellos y aprendió del diálogo fructífero en el que, alrededor del Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal, habían participado los grandes procesalistas latinoamericanos de fines el siglo XX. Eso parece haber forjado en su vocación su preocupación y amor por Latinoamérica. Ha emprendido varios proyectos académicos en esta perspectiva comparada, teniendo a Latinoamérica en el centro de su atención. Un ejemplo de ello es su participación como coordinador del libro “La Justicia Colectiva en Iberoamérica”7. Conoce como pocos los detalles de las reformas en diversos Estados, sus influencias, desafíos y problemática. Ha viajado, y mucho por la región, y se ha compenetrado mucho con la población. Ello le da una enorme capacidad de comprensión de la realidad de los sistemas de justicia en Latinoamérica. Se enfrenta a ellos con pasión y los enfrenta con determinación. Escudriña la realidad latinoamericana críticamente, del mismo modo como otro gran uruguayo lo hacía, preguntándose: “¿Es América Latina una región del mundo condenada la humillación y a la pobreza? ¿Condenada por quién? ¿Culpa de Dios, culpa de la naturaleza? ¿El clima agobiante, las razas inferiores? ¿La religión, las costumbres? ¿No será la desgracia un producto de la historia, hecha por los hombres y que por los hombres puede, por lo tanto, ser deshecha?”8.

			La tercera, los problemas y las instituciones que estudia siempre son abordados desde una perspectiva sistémica. Sus estudios no versan sobre instituciones aisladas, sino puestas y analizadas en contexto. Son piezas de un rompecabezas que unidas nos permiten mirar el sistema de justicia. 

			La cuarta, los trabajos de investigación de Santiago Pereira son siempre actuales. Tratando temas novedosos o tradicionales, Santiago Pereira siempre nos ofrecerá una aproximación refrescante de los temas. Ello, no sólo porque la bibliografía que emplea es siempre actual, sino porque los problemas que plantea y las perspectivas con las que los trata guardan siempre una enorme actualidad. Esto quizá tenga que ver con el carácter juvenil y la enorme energía de nuestro autor. 

			(****)

			El libro que ahora tengo el enorme privilegio de prologar es una importante investigación del profesor Santiago Pereira que sintetiza sus principales características como investigador. De hecho, el autor se propone, como nos lo indica en su Introducción, “un estudio transversal y sistémico de los temas (diagnóstico, marco conceptual, afectaciones de la independencia judicial, propuestas para fortalecerla y conclusiones) en el marco del derecho comparado” de uno de los principales institutos del Estado constitucional, la democracia y el proceso: la independencia judicial. 

			El subtítulo elegido por el autor nos presenta ya su deseo de tomar el toro por las astas: “ataques de los poderes políticos a la independencia judicial” y al mismo tiempo asumir el compromiso ético en la acción que caracteriza a nuestro autor, cuando agrega en el subtítulo: “y el imprescindible compromiso de su defensa”.  

			Muy en el estilo del profesor Santiago Pereira, para quien los problemas jurídicos siempre tienen que ser planteados y analizados en contexto, nos brinda una muy nutrida información acerca del “diagnóstico panorámico de la independencia judicial en el mundo”, título de su capítulo II. Allí el lector podrá encontrar información sumamente importante acerca de diversos indicadores sobre democracia, los contextos políticos de las sociedades democráticas, Estado de derecho, evaluaciones de la justicia civil y penal en el mundo, independencia judicial, confianza en el poder judicial y corrupción. La importancia del contexto es fundamental para quien entiende a la justicia civil y penal como un sistema. Santiago Pereira Campos es de los investigadores que son capaces de comprender y hacer comprender los problemas de la justicia desde sus contextos para poder aterrizar con propuestas de solución a una realidad concreta. No prescinde de la dogmática, pero la instrumentaliza a los logros de las soluciones de los problemas de las personas. Ese método, en sociedades tan desiguales como las latinoamericanas, supone entender la labor académica desde su compromiso ético y social. Es, parafraseando nuevamente a Couture, sentir los problemas como propios, que es algo muy característico de Santiago Pereira, no sólo a nivel académico, sino a nivel personal. 

			Inmediatamente, Santiago Pereira entra al problema de la relación entre la independencia judicial y los demás poderes públicos. Inicia con una aproximación conceptual, para luego generarnos una reflexión crítica, cuando se pregunta: “¿hacia un nuevo enfoque del principio de separación de poderes?”. He aquí el carácter de novedad que siempre nos plantea en sus trabajos. 

			El capítulo IV nos presenta lo que a mi juicio resulta ser el corazón del trabajo de investigación: las “principales modalidades de injerencia, intromisión y/o afectación de la independencia de la judicatura y del poder judicial por los demás poderes y órganos públicos”. Al hacerlo, no especula, nos da datos, mas bien testimonios de la realidad escrupulosamente seleccionados por el autor y ofrecidos por académicos de diversas partes del mundo. Aquí otra vez se pone en evidencia el carácter metodológico del autor, al partir de la realidad como principal fuente de los problemas sobre los que hay que reflexionar. La relación de formas de injerencia, intromisión y afectación de la independencia que se recoge en esta parte del libro es bastante completa, y el análisis que se hace de cada una de ellas es muy profundo y documentado, con base a los testimonios que provienen de investigadores de todas partes del mundo.

			El capítulo V es un capítulo remedial, en la medida que se propone una serie de medidas para hacerle frente a las diversas modalidades de afectación a la independencia judicial. Este capítulo carece de la ingenuidad de quienes se plantean los problemas de la independencia como un problema teórico. Mas bien, tiene el sello característico del autor, de ser realista en las medidas sin exacerbar sus efectos ni menospreciar el impacto que los grupos sociales o políticos pueden tener en ellas.

			Al final, el libro nos ofrece un tema sobre el que más bien pocas veces reparamos. Nuevamente, el sello de nuestro autor, que nos invita a tener una mirada diferente, novedosas cuestiones pocas veces estudiadas, nos presenta el tema de “la independencia de la abogacía como factor clave para el adecuado funcionamiento de los sistemas de justicia”. 

			(*****)

			Santiago Pereira es uno de esos casos donde la excelencia académica se une a una enorme calidad humana. Tengo el privilegio de contarlo entre mis amigos. Soy testigo de su sencillez y solidaridad. Son muchas las muestras de desprendimiento solidario que ha tenido con muchos de sus colegas. No le gustaría que mencione ninguna de ellas, por eso las omito. Es conciliador, de buen trato. En el trabajo en equipo es un líder que se remanga la camisa para unirse al equipo y trabajar con él. Eso le ha permitido integrar distintas comisiones y grupos de trabajo, entre personas distintas y distantes, pero que él siempre tiene el talento de acercar.

			Es un extraordinario compañero de viajes. Es de quienes disfruta pasear por los lugares auténticos, por aquellos en los que se conoce al pueblo y a su gente, no a los lugares hechos para los turistas. Recuerdo los paseos por la Comuna Trece en Medellín, por las calles antiguas del centro histórico de Lima o por el malecón de Cúcuta, viviendo las experiencias de los ciudadanos, a su ritmo, compartiendo su música, con sus bebidas y comidas, siendo sensible a sus alegrías y tristezas. Es de los viajeros en los que las pupilas de la gente calan en su corazón, para los que los rostros tristes y alegres de las personas cuentan historias y de los que crean las experiencias participando de la vida de los ciudadanos. Así ha recorrido Latinoamérica, así ha recorrido el mundo. Esa experiencia vital es la que nutre al investigador observador de los problemas, sensible a las experiencias de las personas y solidario con ellas.

			(******)

			Desde el Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal, del que es presidente actualmente, es un guía y un entusiasta motivador de proyectos. Nos invita a pensar con imaginación, rompiendo esquemas. Al igual que el artista uruguayo Joaquín Torres García nos recuerda que nuestro norte es el sur. Pero hay algo que quiero resaltar como testigo de compartir proyectos con Santiago Pereira Campos, su optimismo. Nos invita, como lo hacía, otro gran uruguayo, Mario Benedetti, a darle vida a nuestros sueños: “Dale vida a los sueños que alimentan el alma, / no los confundas nunca con realidades vanas. / Y aunque tu mente sienta necesidad, humana, / de conseguir las metas y de escalar montañas, / nunca rompas tus sueños, porque matas el alma. // Dale vida a los sueños que tienes escondidos, / descubrirás que puedes vivir estos momentos / con los ojos abiertos y los miedos dormidos, / con los ojos cerrados y los sueños despiertos”9.

			San Bartolo (Lima), diciembre de 2023

			Giovanni F. Priori Posada

			Profesor de la Pontificia Universidad Católica del Perú
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I. 
Introducción

			El Estado de derecho, las democracias y, por ende, la independencia judicial, viven tiempos de particular ataque.

			El presente trabajo busca poner énfasis, con un enfoque global1, en la vinculación de la judicatura y del Poder Judicial con otros órganos del Estado, centrándose en los desafíos de la tensión entre estos y, fundamentalmente, en los problemas derivados de la injerencia y/o intromisión de los otros poderes públicos (fundamentalmente el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo) y de los políticos en la labor de la judicatura y del Poder Judicial.

			La independencia judicial es un presupuesto fundamental para toda democracia construida sobre el principio de separación (no aislamiento) de poderes; garantía fundamental para impedir la consolidación de poderes absolutos que pongan en riesgo el Estado de derecho. Es también una condición esencial para que el Poder Judicial pueda administrar justicia sin injerencias que obstruyan su funcionamiento, garantizando que nadie esté por encima de la ley —independientemente de los niveles de poder que pueda ostentar—, así como protegiendo los derechos fundamentales y brindando certeza a la ciudadanía de que, en caso de acudir al sistema judicial, podrá contar con un proceso justo. Se trata de una meta-garantía, una garantía de garantías, como lo ha señalado Perfecto Andrés Ibáñez en el marco de los debates del XVII Congreso Mundial de Derecho Procesal

			Es preocupante cómo en muchos países, más allá de los déficits institucionales históricamente acumulados, han tomado fuerza proyectos políticos de corte autoritario que atacan la independencia judicial, cooptan políticamente las instancias judiciales desde sus más altos niveles jerárquicos —así como las de los organismos de control—, incumplen decisiones judiciales e intentan eliminar instancias judiciales que regulan su poder o se contraponen a su ambición política. De distintas formas se arremete contra la división de poderes y especialmente contra la independencia judicial, violando todos los estándares jurídicos aplicables que regulan la materia, socavando de forma grave uno de los pilares fundamentales de las democracias2. 

			Entre las estrategias para asediar a la independencia judicial se incluyen: las políticas anti-meritocráticas, la práctica de amedrentamiento y persecución que busca arrinconar a la judicatura para dominar sus decisiones, el desacato a las decisiones judiciales que son despreciadas e incumplidas por los gobiernos especialmente cuando implican limitar su poder. El escenario de muchos países es, entonces, el de una justicia precarizada y con baja autonomía de funcionamiento, sometida no solo a una presión externa del gobierno sino a serios problemas que desde adentro de la institución judicial obstaculizan el adecuado ejercicio de la función judicial. A ello se suman prácticas sostenidas de corrupción, clientelismo e impunidad y la politización de la elección y selección de jueces y fiscales, que agrava el panorama3. 

			El incumplimiento de fallos judiciales por los gobiernos suele ir acompañado con el ataque público de sus contenidos y de las juezas o jueces que los profirieron, desarrollándose campañas en medios de comunicación dirigidas a instalar el mismo discurso de desprecio a la justicia en la ciudadanía y en importantes sectores que crean opinión pública. 

			A ello se suma en muchos países la introducción de reformas que afectan la naturaleza de instituciones vitales en la administración de justicia, muchas veces vestidas con discursos falaces e ilegítimos de seguridad pública o necesidad de soluciones más eficientes de los casos judiciales. 

			Todo esto se da en un contexto en el que el sistema de justicia ha sido gravemente precarizado mediante el retaceo de los recursos necesarios para desarrollar las funciones que le son propias. En muchos países jueces, fiscales y abogados han sido víctimas de múltiples formas de persecución y amedrentamientos dirigidos a afectar e incidir de forma ilegítima en sus procesos y decisiones. Dichos ataques son producto de ambiciones políticas desmedidas, el delito organizado y la corrupción, entre otros factores.

			Por si esto fuera poco, son muy escasos e ineficientes los mecanismos de protección con los que cuentan los jueces, abogados y fiscales sobre quienes recaen decisiones que afectan a actores políticos y económicos y a los sectores más poderosos. 

			En muchos países, el propio diseño institucional promueve la injerencia de los actores políticos en el Poder Judicial.

			La corrupción y el clientelismo, sumado al enorme problema de la impunidad en muchos casos, ha permeado en los sistemas de justicia aumentando la desconfianza ciudadana en la institución judicial, fortaleciendo la construcción de una cultura política autoritaria que justifica afectaciones a los derechos humanos y al Estado de derecho4.

			En múltiples situaciones los poderes judiciales han sido la última esperanza de las personas en lo que respecta a la protección de sus derechos, especialmente en situaciones de vulnerabilidad. Pero el asedio es inmenso y creciente.

			Frente a ello, los daños son atroces, los riesgos crecientes y los desafíos inmensos.

			El presente trabajo comprende siete principales capítulos. 

			En el presente capítulo, se ha formulado una breve introducción al tema.

			En el segundo se realiza un diagnóstico panorámico de la independencia judicial en el mundo, considerando los principales indicadores internacionales. 

			En el tercero, se estudia la independencia judicial considerando especialmente la relación entre el Poder Judicial y los otros poderes del Estado. 

			En el cuarto, se analizan las principales modalidades de injerencia, incidencia, intromisión y/o afectación de la independencia de la judicatura y del Poder Judicial por los demás poderes y órganos públicos. 

			En el quinto, se proponen las principales medidas de promoción y defensa de la independencia judicial ante la injerencia de los demás poderes y órganos públicos en el Poder Judicial y en la judicatura. 

			En el capítulo sexto se formulan las principales conclusiones.

			Desde el punto de vista metodológico, proponemos un estudio transversal y sistémico de los temas (diagnóstico, marco conceptual, afectaciones de la independencia judicial, propuestas para fortalecerla y conclusiones) en el marco del Derecho Comparado, sin realizar un análisis país por país. Sin perjuicio de ello, se ejemplifican las principales tendencias con casos concretos que permitan visualizar los impactos reales en los distintos países relevados.

			Finalmente, el capítulo séptimo refiere a la independencia de la abogacía.

			

			
				
					1	El presente trabajo, si bien presenta varios cambios, tiene su origen en el relato general elaborado en el marco del XVII Congreso Mundial de Derecho Procesal (Lima, Perú, 5 al 8 de septiembre de 2023), organizado por la Asociación Internacional de Derecho Procesal y la Pontificia Universidad Católica del Perú. Cabe agradecer especialmente a los siguientes relatores nacionales que respondieron enviando sus informes:

						Alemania: Jan von Hein, Samuel Vuattoux-Bock y Pia Wolf. Argentina: Leandro J. Giannini. Austria: Georg Kodek. Bélgica: Bart Nelissen. Bolivia: Primitivo Gutiérrez Sánchez. Brasil: Hermes Zaneti Junior. Canadá: Trevor CW Farrow y Karina Yehia. Cabo Verde: Jorge Fonseca y Lígia Dias Fonseca. Chile: Jaime Arellano y Macarena Vargas Pavez. China: Zhixun Cao. Colombia: Mónica María Bustamante Rúa y Jorge Iván Marín Tapiero. Corea del Sur: Choon-Soo Han. Costa Rica: Sergio Artavia Barrantes. El Salvador: Juan Antonio Durán Ramírez. España: Joan Picó Junoy y Juan Antonio Andino López. Estados Unidos: Simona Grossi. Finlandia: Laura Ervo. Francia: Etienne Nedellec. Grecia: Apostolos Anthimos. Hungría: Viktória Harsági. Israel: Shimon Shetreet. Italia: Luca Passanante y Giuseppe Eduardo Polizzi. Lituania: Valentinas Mikelénas. México: Carina Gómez Fröde. Países Bajos: Bart Krans y Laura van Kessel. Paraguay: Pablo Darío Villalba Bernié. Perú: Christian Delgado Suárez. Polonia: Kinga Flaga- Gieruszyńska y Aleksandra Klich. Portugal: Paula Costa e Silva y João Marques Martins. República Eslovaca: Svetlana Ficová y Marek Ivančo. Sudáfrica: Rashri Baboolal-Frank. Taiwán: Kuan-Ling Shen. Uruguay: Gabriel Valentín. Venezuela: Rodrigo Antonio Rivera Morales.

						Agradezco a Eduardo Oteiza y Carolina Villadiego por los insumos brindados para este relato general. 

						Agradezco también la colaboración de Santiago Durán y Nicolás Murguía en la elaboración del cuestionario para los relatores nacionales y el procesamiento de la información recibida. 
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II. 
Diagnóstico panorámico de la independencia judicial en el mundo

			1.	Importancia de disponer de información cuantitativa y cualitativa sobre independencia judicial

			Tarea ardua y compleja es analizar y presentar de modo sencillo cuál es el estado de la independencia judicial en el mundo, especialmente en su vínculo con los demás poderes públicos.

			Si bien mucho se ha avanzado —al menos en algunos países— respecto a la información de que disponen quienes diseñan e implementan políticas públicas de justicia, las carencias de información cuantitativa y cualitativa adecuada son notorias en muchos países, con claras diferencias de grados y matices (por ejemplo: esas carencias son mucho más notorias en los países latinoamericanos o africanos que en los países europeos o que en Estados Unidos y Canadá). Incluso en muchos de ellos, siquiera se cuenta con estadística judicial medianamente coherente.

			Ello ha significado un gran escollo al momento de definir políticas públicas de protección de la independencia judicial y combate a su asedio con una metodología sistémica, desembocándose muchas veces en propuestas que pueden tener sustento teórico adecuado, pero no se acomodan a la realidad y cultura del país donde se pretenden implementar y, más temprano que tarde, llevan al fracaso. 

			Por otra parte, la doctrina procesal —también con diferencias de matices según los países— difícilmente accede a la generalmente escasa información cuantitativa y cualitativa para iluminar sus estudios, y casi nunca propone ella misma pesquisas empíricas de Derecho Procesal y/o políticas públicas de justicia. Los estudios empíricos suelen ser extremadamente complejos de realizar, tanto en el proceso de obtención de la información y procesamiento de esta como —y principalmente— en las conclusiones que se obtienen del material recogido. Relevar y describir datos, generar y testear hipótesis, inferir relaciones causales de los datos recolectados, e interpretar y presentar resultados, es la ruta compleja de una pesquisa empírica; algo definitivamente nada simple. 

			Que los sistemas de justicia cuenten con información veraz y transparente y con herramientas para diagnosticar la situación de sus diversos componentes es hoy imprescindible si los queremos dotar de eficacia y eficiencia en el cumplimiento de sus fines.

			Si bien un sistema de justicia es bastante más que el Poder Judicial, basta ver que el Poder Judicial en varios países constituye una de las instituciones más complejas y menos transparentes en términos de información, para vislumbrar varios problemas. Si bien en el marco de los procesos de reforma a los sistemas de justicia implementados en las tres últimas décadas, los poderes judiciales producen y difunden más información que antes, es evidente que existen aún muchas zonas de opacidad (así ocurre, por ejemplo, con los sistemas de justicia latinoamericanos).

			En Europa, el panorama —si bien también presenta algunas carencias y dificultades metodológicas por los distintos sistemas de información— es bastante más alentador. La Comisión Europea para la Eficacia de la Justicia (CEPEJ)5 elabora evaluaciones de los sistemas judiciales que constituyen un interesante instrumento comparativo. Asimismo, el trabajo que año a año se realiza por la Comisión Europea con el cuadro de indicadores de la justicia en la Unión Europea6 es una herramienta de información comparativa de gran importancia7. 

			Finalmente, debe mencionarse una complejidad adicional muy relevante al momento de realizar un diagnóstico de los sistemas de justicia en base a indicadores. El intento de medir y evaluar cuáles son las fortalezas y debilidades de los poderes judiciales en términos de calidad democrática, es una tarea muy difícil de implementar. Los poderes judiciales no son instituciones a las que se les pueda aplicar los estándares convencionales democráticos que se utilizan para evaluar al legislativo o al ejecutivo. En la mayor parte de los países, los jueces son designados y no son elegidos mediante elecciones libres, su permanencia (afortunadamente) no está sujeta al voto popular; sus decisiones no dependen del control o participación popular —salvo en casos puntuales, como la presencia de jurados en algunos países— ni están dirigidas a atender demandas sociales generales (salvo algunas excepciones). Dependiendo de los países, los poderes judiciales mantienen una autonomía mayor o menor respecto a los otros poderes del Estado, en tanto en muchos casos estos deciden cuestiones relevantes para su funcionamiento, como la aprobación de sus presupuestos. Los indicadores generalmente utilizados para los poderes judiciales están dirigidos principalmente a medir su desempeño o la calidad o eficiencia de su gestión, más no a medir su nivel de independencia. Incluso la noción de la que parten muchos de estos indicadores (la de entender a los poderes judiciales como una forma de servicio público), si bien puede ser útil para establecer indicadores de resultados, no lo es cuando se busca entender aspectos como el control que pueden ejercer los sistemas de justicia frente al poder político. Por ello, la medición y evaluación del grado y calidad de democracia que existe al interior de los poderes judiciales requiere considerar cuáles son aquellos rasgos y variables que pueden definir a estos poderes como más o menos democráticos. Un factor que se suele señalar para definir cuán democrático es un poder judicial es el cumplimiento de la ley. Sin embargo, el alcance de tal premisa es en los distintos países bastante indefinido. Otro factor que definiría cuán democrático es un poder judicial es su capacidad de controlar a los otros poderes públicos. Los poderes judiciales menos democráticos estarían caracterizados por una baja capacidad de control del poder, mostrándose más bien sometidos a mecanismos que permiten la sumisión de sus decisiones a los dictados de los gobiernos de turno, mientras aquellos poderes judiciales más democráticos serían aquellos que muestran no solo una mayor autonomía del poder, sino que además ejercen un control permanente y efectivo sobre los actos de gobierno. En definitiva, gran relevancia tiene la evaluación de la independencia judicial.

			Quedan así de manifiesto las dificultades para evaluar los poderes judiciales y establecer comparaciones entre los sistemas de justicia. En algunas regiones —por ejemplo, en Latinoamérica— la concientización sobre estos desafíos es todavía incipiente y tenemos mucho camino por delante hasta poder establecer al menos ciertos consensos mínimos.

			No se pretende realizar aquí un diagnóstico profundo de la independencia judicial en el mundo, pero sí al menos mostrar, a través de algunos indicadores, cuál es —en grandes líneas— su situación y de qué modo la sociedad los percibe.

			Existen diversos indicadores a través de los cuales —directa o indirectamente— se puede tener una panorámica general —aunque primaria— de la independencia judicial en los destinos países. Si bien el grado de confiabilidad de estos indicadores puede resultar variable y suelen proporcionar visiones parciales sobre una realidad sumamente compleja, resultan de utilidad para tener un panorama inicial de lo que está ocurriendo. Se consideran a continuación algunos de los más relevantes.

			2.	Índice de democracia (The Economist)

			El funcionamiento adecuado del sistema de justicia requiere, en nuestra concepción, de un contexto democrático y, a su vez, contribuye a la democracia.

			La publicación británica The Economist en su Índice de Democracia 20228 (Democracy Index 2022) analiza la situación de los países evaluando medidas como proceso electoral y pluralismo, funcionamiento del gobierno, participación política, cultura política, democrática y libertades civiles.

			The Economist asegura en su reporte que a nivel global se experimenta una caída de la democracia, y solo el 8 % de la población mundial vive en una democracia plena. 

			Se definen en el estudio como “democracias plenas” los países en los que no solo se respetan las libertades políticas y civiles básicas, sino que también: tienden a sustentarse en una cultura política conducente al florecimiento de la democracia; el funcionamiento del gobierno es satisfactorio; los medios de comunicación son independientes y diversos; existe un sistema efectivo de frenos y contrapesos; el poder judicial es independiente y las decisiones judiciales se hacen cumplir; en definitiva son aquellos países en que solo hay problemas limitados en el funcionamiento de las democracias.
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